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viene condicionado, en estas elecciones, por sufragio univenal
directo, a ~ue la persona así titular del derecho sea presentada
como candidato por una de las orpDizaciones o agrupaciones
habilitadas por la uy pan ello (arta. 44 Y 186.3 de la uy
Or¡ánica). Y nadie, como se comprende, ostenta frente a sus
conciudadanos un derecho fundamental para ser por eUos pro­
puesto y presentado, a través de tales orpnizaciones o agrupacio­
nes, como candidato en unas elecciones.

El debido respeto del derecho que se reconoce en el arto 23.2 de
la Constitución requiere, en la fase de presentación y proclamación
de candIdaturas que-ti1ora se contempla, que quien haya sido
efectivamente presentado como candidato sea proclamado por la
Junta Electoral competente cuando reúna los requisitos por la Uy
señalados y luego de que, en su caso, se haya procedido a la
subssnación de las irregularidades denunciadas PQr terceros o
a~das de oficio por la misma Junta (apartados 2.·, 3.· y 4.· del
Cltado art. 47). La Uy que en este punto dessrrolla el enunciado
constitucional dispone, pues, que quien haya sido tenido por
candidato presentado -y como tal anunciado en la publicación que
previene su arto 47.1- sea, de no existir defectos no subssnados en
su candidatura, efectivamente proclamada, y por eUo en el art. 49
se abre una especifica via de recurso pan impu¡nar, en lo que aquf
interesa, la denegación administrativa de la proclamación, impi­
diéndose, de otro lado, en el arto 48.1 toda modificación de las
candidaturas una vez presentadas y • salvo las excepciones allí
previstas. El acto de la presentación llUll'Ca, pues, el inicio del
procedimiento a cuyo término se habré de llegar, en su caso, a la
proclamación de la candidatura, y por ello a la presentación ntisma,
válida y eficazmente realizada, se liga la expectativa del candidato,
garantizada por el ordenantiento, de que, de no quedar afectada su
propuesta por defectos que no hayan sido oportunamente subssna­
dos, será finalmente así proclamado por el órpno de la Adminis­
tración electoral.

No define, ciertamente, la Ley qué haya de entenderse, en estos
términos, por «presentaeióll» eflcaz de la candidatura, aunque si
regula su modo de realización J?Or quienes la promuevan, los
requisitos del correspondiente esento Ylas condiciones formales de
su recepción por la Junta Electoral (arta. 45 y 46), disponiendo,
asimismo, que las candidaturas presentadas deben ser publicadas
en el vigésimo seJllndo dia posterior a la convocatoria (art. 47.1)
en el .Boletin Oficial de la Provincia» pan el caso de estas
elecciones municipales (art. 187.4). Esta ralta de definición legal en
orden a lo que haya de entenderse por «presentaeióll», con sus
correspondientes efectos jurídicos, de la candidatura requiere, asl,
ser integrada por las normas comunes que en el ordenamiento
regulan la realización, dentro de plazo determinado y mediante
representación, de determinados actos jurídicos.

Se si~e de lo dicho que, con antenoridad a la publicación de
las candidaturas presentadas, no puede alln hablarse, en riJOr, de
candidatos electorales reconocidos como tales por la Adnunistra­
ción, existiendo sólo un acto inicial de propuesta a cargo de los
promotores de la candidatura y una mera recepción administrativa
del escrito que la incorporan. Alln no eficaz, por lo tanto, este acto
primero de los promotores -y no siendo todavla, por lo mismo,
«CllIldidato» qwen haya sido asl propuesto- nada impide, de
principio, el que, antes del acto formal mediante el que se dispone
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La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente, y don Francisco
Rubio L1orente, don Luis Díez-Picazo y Ponee de uón, don
Antonio Truyol Serra, don Eugenio DIaz Eimil, don Miguel
Rodríguez-Pidero y Bravo-Ferrer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA
En el recurso de amparo núm. 41/1986, promovido por el

Procurador don Fralll:isco A1varez del Valle García, en nombre y
representación de don X, defendido por el utrado don José Luis
Sanz Arribas, contra él Auto de 4 de diciembre de 1985 de la Sala
Segunda del Tnbunal Supremo que inadmitió el recurso de
casación formulado por el recurrente citado contra Sentencia de la
Audiencia Provincial de La Coruña de 24 de mano de 1984.

Han sido parte el recurrente en amparo rel Ministerio Fiscal,
siendo Ponente el Magistrado don Migue Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer, quien expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. La Audiencia Provincial de La Coruña dietó Sentencia en
la causs núm. 50/1974, procedente del Juzgado de Instrucción

por la Junta la publicación de las candidaturas, pero alln dentro del
plazo para su presentación, se puedan controvertir por sus mandan·
tes los actos realizados por los representantes electorales con arreg\c
a las normas comunes anles citadas y a efectos, por ejemplo, de
depurar eventuales extralimitaciones en el desempedo del poder
conferido. Ni en tal supuesto se afectarla al derecho fundamental
de quien todavia no ha sido tenido por candidato mediante la
correspondiente publicación n!t desde luego, corresponde a estr
Tribunal, en el presente procedimiento, supervissr la aplicación,
interPretación por lo Juzgadores civiles de las normas comune.
que, en este caso, disciplinan la validez '1 la eficacia de los acto,
realizados por un mandatario cuyo poder es desPués objeto d,
revocación.

4. Lo anterior no puede llevar sino a la denegación de
amparo, pues el derecho fundamental de la actora no lile violad,
por el aeto de la Junta Electoral, del dia 4 de mayo, mediante el qu<
se acogió la solicitud del representante electoral de la Federación d<
Partidos de Alianza Popular a efectos de que se tuviera por retira<h
la csndidatura inicialmente presentada en nombre de tal Federa
ción. Como con razón observa el Ministerio Fiscal, la recurrente n<
ha sido candidata J!resentada y no proclamada. No ha llegad<
si",uiera a ser adntiUda como tal candidata por la Junta EIeetora
-DI, en consecuencia, se ha procedido a anunciar públicamente Sl
presentación- a resultas de haberse reconocido eficacia, par;
revocar la presentación antes becha en su nombre, a una declara
ción de voluntad de contrario sipo formulada por quien lile titula
lepI, en este caso, de la iniciativa misma de presentación, esto es
por la Federación de Partidos de Alianza Popular. Nada podemo
decir, seg1ln anles indicamos, sobre si tal reconOCÍlll1ellto d.
eficscia a la nueva declaración del promotor de la candidatur;
resultó o no conforme a las disposiciones comunes aqul aplicable.
pero si nos basta, con lo dicho, pan apreciar que no se vulneró, po
ese mismo reconocimiento, el derecho fundamental de quien, como
la aetora, no habla sido aún reconocida ~r la adminiStraciÓI
electoral como candidata. Ninguna relaClón guarda con est
supues.to. por lo mismo, lo declarado en nuestra Sentencia 5/1983
de 4 de lebrero, que en la demanda se cita, pues en aquel procese
a diferencia del que concluye abora, se vino a examinar la posibl
vulneración del derecho fundamental de quien ostentaba ya,
través de la elección popular, un determinado cargo público.

FALLO

En atención a todo lo expuesto,,!1 Tribunal Constituciona
POR LA AUTORIDAD ~UE LE l-uNFlERE LA CONSTln:
CION DE LA NACION ESPAÑ'OLA,

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado por doña Maria de los Angel.
Vielva Juez.

Publiquese esta Sentencia en el oBoletln Oficial del Estad....
Dada en Madrid a veintiséis de mayo de 1987.-Firmado,

Francisco Tomás y Valiente.-francisco Rubio L1orente.-Lul
Dlez-Picaro y Ponee de uón.-Antonio Truyol Serra.-Eugeni
DIaz Eimil.-Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Rubricado,

núm. I de a~ueUa capital, a la que corresponde el si¡uiente fiIII,
«Que por aplicación del Decreto de Indulto de 25 de noviembre d
19'75 debemos absolver y absolvemos a X del delito de estafa IX
el que venia acussdo, declarando de oficio las costas procesales
reservando a los perjudicados las acciones civiles pan que pueda
hacerlas valer en la via correspondiente».

En dicha Sentencia se declara que los hechos probados constill
yen un delito de estafa previsto y penado en el art. 528 en relació
con la circunstancia tercera del arto 529 del CódiJlo Penal, siendo el
aplicación a este supuesto el Decreto de [ndulto de 25 el
noviembre de 1975.

2 Contra dicha resolución interpuso y anunció el interesad
recurso de cassción por infracción de Uy y por quebrantamient
de forma, coss que también se hizo por la acusación particuIa
admitiéndose el recurso por la Sala de instancia.

Formalizado el recurso de cassción por el señor X, I1nicamen'
por infracción de Ley, con base en CUltro diferentes motivos, :
Sala Segunda del Tribunal Supremo dietó el 4 de diciembre de 19E
Auto por el que se declara no haber lugar a la admisión del recuro<
declarando asimismo admitido concluso el formalizado por 1,
acussdores particulares. fundaba el Tnbunal Supremo la madm
sión del recurso del sedor X en que la doctrina general sentada~
la Sala en innumerables resoluciones de que el recurso de cassClé
se da contra el fallo o parte dispositiva de las Sentencias y no con!
sus fundamentos de Derecho, impide en este caso la Idmisiór
trámite del interpuesto a nombre de X, pues habiendo .
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absuelto del delito de que se le acusaba, aunque por aplicación del
De<nto delndulto de 25 de noviembre de 1975, carece absoluta·
m~te de mte!'és a los fines de la casación que pretende, incu­
menda el recurso asi planteado en la causa de inadmisión cuarta
del an. 884 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

3. Por escrito presentado en el Juz¡ado de Guardia el ella 8 de
mero de 1986 y registrado en este Tribunal el siguiente día 13 el
Procurador de los Tribunales don Francisco A1varez del Ville
GarcIa formula recurso de amparo constitucional en nombre de
don X con!,a el Auto de la Sala Segunda del Tribunal SU¡>remo
antes menCIonada por entender que ha incurrido en vulneraCión de
los derechos constitucionales contenidos en los arts. 14 y 24.1 Y2
de la C.E. que tutelan los derechos fundamentales a la íB'taJdad, a
la tutela efectiva de los Jueces r Tribunales con OVItación de
indefensión y a la presunción de mocencia.

Por otro~ soliCIta se acuerde la suspensión de los efectos del
Auto recumdo y, por ende, de la continuación del trámite del
recurso de casaCIón penal.
Es~ el recurrente que la resol,!ción ahora impugnada, al no

admil1r a trámite el recurso de casaCIón contra la Sentencia que le
reconoció como autor de un delito de estalll, aunque resultara
absuelto por e! propio pronunciamiento al serie de aplicación el
Decreto de Indulto del año 1985, por carencia absoluta de interés
a los fines de la casación que se pretende, entraña una conculcación
de las garanllas constituCIonales de defensa, presunción de inocen·
cia y amparo de los Tribunales e iaualdad ante la Ley.

El derecho a la presunción de inocencia habría sido vulnerado
al privar al interesado de la utilización de todos los medios legales
a su alcance para combatir la resolución que le tacha de delincuente
y de estafador, aunque se le absuelva por indulto del delito que él
mtiende no ha cometido.
. También ha existi,!o tran5llre5ión del priocipio de tutela efec­

Uva de,los Ju~ y Tnbunales al impedirse por una interPretación
formalista y ngurosa mantener y defender un recurso de casación
que constituirla la revisión del único pronunciamiento que se ha
llevado a cabo, y que ha originado indefensión, al dejar abierto el
fallo absolutono la via de las acciones civiles a los petjudicados.
Ello se traducirla en la conculcación, a su vez, del pnncipio de
igualdad que ~noce el art. 14 C.E., de es~ "?"Sencia en el
ámbito procedtmental, por cuanto se pone en sltuaClón de ventaja
a la parte acusadora que, a partir de un ~nunciamientoinataca­
ble, podria ejercitar acciones penales rCIviles con grave peJjuicio
para quien está indefenso y en situaCIón de desigualdad

4. Por providencia de 9 de abril de 1986 la Sección Primera
de este Tribunal acordó admitir a trámite la demanda de amparo
formulada y, de conformidad con el an. 51 de la LOTC, interesar
del Tribunal Supremo la remisión de las actuaciones correspon·
dientes al recurso de casación y el emplazamiento de los que
hubiesen sido ¡>arte en el expresado recurso para que en plazo de
diez dIas pudieran comparecer ante este Tribunal. Asimismo
acordó formar pieza separada de suspensión.

Remitidas las actuaciones interesadas sin que compareciera
persona~a de los emplazados, la Sección Segunda acordó por
providenCIa de 17 de sepUembre de 1986, conforme al an. 52.1 de
la LOTC, dar vista de las actuaciones al aolicitante de amparo y al
Ministerio Fiscal para alegaciones.

5. El demandante de amparo formuló sus alegaciones en el
plazo conferido, dando por reproducidos los antecedentes y funda·
mentosJ'uridicos contenidos en el escrito inicial.

AAa e a ello la alegación de que, tras la formulación del recurso
de amparo, en las actuaciones ante la Sala Segunda del Tnbunal
Supremo el Ministerio Fiscal, evacuando traslado conferido por la
Sala ~bre la posible nulidad de pleno De~ho de la Sentencia
recumda, ha aostemdo que no e"'ste tal nulidad de la Sentencia,
sino la del Auto objeto del recurso de amparo, entendiendo
vulnerado por él los priocipios de audiencia y defensa y, en
concreto, que se priva al procesado de la defensa de un derecho
fundamental como es el derecho al honor.

6. Por escrito presentado el 17 de octubre de 1986 el Fiscal
ante e! Tribunal Constitucional evacua e! trámite conferido para
alegaciones, comenzando por precisar los hechos de los que trae
causa este recurso. Al relatar las vicisitudes del recurso de casación
destaca que por providencia de 19 de diciembre de 1985 el
Tribunal Supremo había acordado de oficio oír al Ministerio Fiscal,
a los acusadores particulares y, posteriormente, al señor X, a
petición de éste, aobre la posible nulidad de pleno Derecho de la
Sentencia por vulneración de las nonnas de procedimiento del
Decreto de Indulto de 25 de noviembre de 1975. El Ministerio
Fiscal, en el dictamen diri¡ido a la Sala Segunda del Tribunal
Supremo, ha entendido que la Sala POd!a acordar de oficio la
nulidad no de la Sentencia, sino del Auto aqul impugnado,
austituY6ndolo por otro que acuerde su admisión. Tal petición se ha
fundado, entre otros argumentos, en que en el proceso judicial
previo no hay infracción alguna hasta la Sentencia que es anómala,
por cuanto, siendo condenatorial al declarar el delito, resulta

absolutoria en el fallo, pudiendo corregirse la anomalía en, e!
recurso de casación, a cuya admisión no se opuso porque el
fundamento que determinaba el fallo, aun siendo éste absolutorio,
era gravoso para el procesado.

Tras dicho dictamen y las alegaciones de los demás intervinien·
tes -añade el Fiscal ante e! Tribunal Constitucional- 'no consta si
el Tribunal Supremo se ha pronunciado o no aobre la cuestión
planteada. Por ello solicitaba que si este Tribunal no estimara
pertinente suspender e! trámite del recurso de amparo yrecabar del
Tribunal Supremo lo resuelto aobre la cuestión SUSCItada por su
providencia de 19 de diciembre de 1985, k> propondria alternativa­
mente como prueba, formulando ya, no obstante, las alegaciones de
fuoo~ -

Examinando las vulneraciones denunciadas, indica el Fiscal que
el objeto del recurso de amparo se contrae exclusivamente a
determinar si el derecho a la tutela judicial efectiva ha sido violado
por el Auto impuguado al privar al solicitante de amparo del
recurso de casación, pues el derecho a la igualdad invocado se
funda en un término de comparación inadecuado y el de presun·
ción de inocencia se aolapa casi literalmente en la violación alegada
del derecho reconocido por el an. 24.1 de la C.E.

Tras refererirse e! Fiscal al contenido del derecho ex an. 24.1
c.E. que incluye el acceso al recurso y obtener una reaolución de
fondo o de inadmisión por causa legal interpretada en el sentido
pro aaione, señala que la casación penal, a la que es aplicable tal
doctrina constitucional, es además la via de revisión por un
Tribunal Superior a que se refiere e! an. 14.S del Pacto de Nueva
York de 1966, por lo que, sin duda. los presupuestos procesales de
interposición que regula a la LE.Cr. han de interpretarse con
criterio finalista, lo que no se ha tenido en cuenta en el Auto
impugnado, ya que, stendo cierto que el control de la casación no
el verificar si la motivación de la resolución recurrida es, por si
misma, errónea, sino en cuanto afecta al fallo, es preciso examinar
la concepci~~~::dico-<:ausaldel fallo. En el supuesto OIIiulciado se
pone de m ' to que la Sentencia de instancia estimaba que los
hechos eran constitutivos de delito, lo que hubiera conducido a una
condena inexorablemente si no es por aplicación del Decreto de
Indulto, siendo manifiesta la diferencia con una Sentencia absolu­
toriaque se base en no ser los hechos constitutivos de delito. No
se daban los requisitos del indulto anticipado, que hubieran
desembocado en el sobreseimiento libre sin necesidad de juicio oral
ni de Sentencia, por ser luperior la pena pedida por la acusación
particular a las comprendidas en el indulto total, pero la Sentencia
que recayó, como puao de relieve el Fiscal ante e! Tribunal
Supremo, incurrió en la anomalía de no haber impuesto ninguna
pena a pesar de declarar la existencia de delito y sin peJjuicio de
la aplicación simultánea o posterior del indulto, error de la
Audiencia que está en la raiz misma de la inadmisión del recurso
de casación, pues no se pudo sostener que e! así absuelto, tan
peculiar y equivocadamente, carece de interés para recumr en
casación olvidando que la Sentencia que lo absuelve lo considera
autor de un delito de estafa, que es lo que se proponía combatir en
e! recurso inadmitido, violándose su derecho fundamental a la
tutela judicial efectiva sin indefensión al privarle de su derecho al
recurso, tanto más ante la posibilidad de que prospere el recurso de
los acusadores particulares y que se le pueda imponer la pena por
ello pedida sólo indultable en au cuarta parte.

Por todo ello solicitaba la estimación del amparo, a salvo de lo
que resultara de las actuaciones cuya remisión previa interesaba.

7. Por providencia de 19 de octubre de 1986 la Sección acordó
recabar de la Sala Segunda de! Tribunal Supremo testimonio de lo
actuado en el recurso de casación referido a partir de la providencia
de 15 de abril y, recibido dicho testimonio, acordó en 17 de
diciembre de 1986 conceder al aolicitante de amparo y al Ministerio
Fi~ un plazo de tres dIas para alegaciones en relación con el
D1UaDO. ,

Solamente furmuló alegaciones el Fiscal, manifestando quedar
instruido de los antecedentes remitidos, de los que resulta que no
.e ha producido ninguna nueva actuación que afecte o altere la
impugnación realizada en este proceso constitucional, por lo que se
remite a un todo al escrito de alegaciones anterior, reiterando su
petición de que se estime el amparo aolicitado.

8. En la pieza separada de suspensión fonnada, tras las
alesaciones del solicitante de amparo y del Ministerio Fiscal, esta
Sala dictó Auto el 7 de mayo de 1986 'líCordando suspender la
ejecución del Auto dictado por la Sala Segunda del Tribunal
Supremo (de 5 de diciembre de 1984) en cuanto a la admisión del
recurso formulado por los acusadores particulares.

9. Por providencía de 21 de enero de 1987 se acordó señalar
para deliberación del presente recurso el 29 de abril del mismo año,
quedando concluida el ella 27 de mayo.

11. FUNDAMENTOS JURlDICOS

1. El recurrente de amparo imputa al Auto impuguado la
vulneración de los derechos fundamentales reconocidos en los arts.
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24.1 Y 14 de la Constitución e igualmente del derecho a la
presunción de inocencia contenido en el art. 24.2 de la Norma
constitucional. Sin embaI¡o, en la línea de lo alegado por el Fiscal,
el objeto del recurso de amparo se contrae, prácticamente, de fonna
exclusiva al extremo de detenninar si el solicitante de amparo ha
visto violado su derecho a obtener la tutela judicial efectiva
reconocido en el art. 24.1 de la Constitución por dicho Auto de la
Sala Se¡unda del Tribunal Supremo que inadmitió el recurso de
casación interpuesto por_el recurrente contra Sentencia de la
Audiencia ProVincial de.Córdoba. Tal limitación del objeto cabe
realizarla POrQ.ue, de un lado, el fundamento de todas las vulnera­
ciones denunCIadas por dicho recurrente es el de que el recurso de
casación le ha sido inadmitido y, de otro lado, porque tal
inadmisión de~ si tiene relevancia constitucional, se ha
venido entendiendo re.teradamente por este Tribunal que consti­
tuye una lesión del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva
por parte de los Tribunales.

La primera de estas razones, expuestas para justificar la
reducción de las cuestiones planteadas en el recurso y neceoitadas
de examen a las l<\licamente precisas, resulta evidente con la
lectura de la demanda de amparo. En ella la presunción de
inocencia se dice vulnerada porque no se le deja agotar todos los
remedios procesa1es a su alcance para defendei tal principio; tras
referirse a ello, el recurrente invoca separadamente el derecho a la
tutela judicial efectiva y el de no causación de indefensión,
diciendo haber sido lesionados por la privación.del recurso en el
que trataba defender su pretensión de no haber cometido delito
a\¡uno, aJesando finalmente que el derecho reconocido en el art. 14
de la Constitución ha sido vulnerado l"?rque los recursos de 100
acusadores particulares han sido admitidos, no así el suyo, de
fonna que se ha1Ia en desventaja al no poder combatir la declara­
ción de que cometió un delito de estafiL Siendo este el contenido,
suscintamente expuesto, de la demanda de amparo, no es infun­
dado estimar que todas las quejas del recurrente se basan en la
inadmisión del recurso fonnulado, sin que el órpno judicial
competente entrara en el fondo de las pretensiones deducidas en el
mismo.

Por otra parte, y esta es la sesunda de las razones antes
mencionadas, este Tribunal ha señalado repetidas veces que la
interPretación realizada por los Tribunales de los motivos de
inadmisión del recurso de casación puede ser objeto de revisión por
la v1a del recurso de amparo, toda vez que el derecho a la tutela
judicial -efectiva que es, pues, el que estA en jueao en un supuesto
como el presente- no puede ser comprometido mediante obst4cu·
los contrarios al esplritu y finalidad de las normas reguladoras del
recurso de casación, en las que ha de estar prevista la causa de
inadmisión, cuya aplicación ha de ser razonada y basada en la
interpretación más Iilvorable a la efectividad del derecho al recurso.
Esta doctrina referida a irreJu1aridades fonnales o, más en senera\,
a otras causas obstaculizadoras de la prosecución del proceso, se ha
expuesto recientemente en la STC 123/1986, de 22 de octubre, con
cita de otras muchas, reiterando -tras recordar la doctrina general
en materia de recursos y su aplicación más exigente a la casación
penal, en atención a las ~visiones del art. 14.5 del Pac".o
Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 19 de tliciembre de
1986- que <da privación sin fundamento jurldico suficiente del
acceso al recurso en materia IJOnal es una lesión del derecho
fundamental a la tutelajudicial efectiva por parte de los Tribunales
de este orden jurisdiCCIOnal».

El ámbito del presente recurso de amparo ha de considerarse,
pues, ceñido a la JlOSlble infracciÓD de art. 24.1 de la Constitución
por la discutida falta de fundamento de la decisión de inadmisión
del recurso de casación, iniciado por el solicitante de amparo. No
ha de entrar este Tribunal en pronunciarse sobre la validez de las
actuaciones por causa. distinta, en especial por la sugerida en la
providencia del Tribunal Supremo de 19 de diciembre de 1985,
respecto de la cuaL además, el Tribunal SUllremo no se pronunció,
en lo que a esta Sala consta, dejando así in81terada la situación que
justificó la fonnulación del amparo.

2. El Tribunal Supremo ha fundamentado la inadmisión del
recurso de casación por entender que el entonces y ahora recurrente
al haber sido absuelto del delito del que se le acusaba, aunque fuera
por aplicación del DecreID de Indulto de 25 de noviembre de 1975,
earecia absolutamente de intem a los fines de la casación que
pretendia, por lo que su recurso incurriria en la causa cuarta del
arto 884 de la Ley de Eltiuiciamiento Criminal, a lo que se añade
la doctrina de la propia 5a1a de que el recurso de casación se da
contra el fallo y no contra sus fundamentos de Derecbo.

Por su generalidad, la causa cuarta del arto 884 permite su
aplicación al caso de que el recurrente carezca de interés para
recurrir, y en particular en el caso de haber sido absuelto del delito
que se le imputaba. La aplicación de esta causa de inadmisión ha
de estimarse en principio como constitucionalmente irreprochable.
En efecto, el arto 14.5 del Pacto Internacional de Derecbos Civiles
y Politicos sólo reconoce el derecho a la revisión del pronuncia-

miento de instancia a «toda persona declarada culpable de un
delito», y además el derecho que se reconoce es precisamente el de
que ",,1 lilUo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean
sometidos a un Tribunal SUperiOllO. Por eUo, desde el punto de
vista constitucional, no merece critica la tesis del Tribunal
Supremo de que no puede recurrir, por carecer de inten!s, el
procesado absuelto que pretenda meramente una revisión de los
fundamentos de la resolución, pero no inste una alteración de la
parte dispositiva de la Sentencia de la que no derive perjuicio
al¡uno para éL

Sin embar¡o, debemos cuestionamos si tal tesis podria ser
aplicada, como se ha hecho en el presente caso, Y sin merma de
derecho fundamental alguno al inculpado lI.ue es absuelto por
aplicación de un indulto y no por la inexistencia o Iilha de pruebas
de los hecbos imputados, o porque éstos no fueran constitutivos de
delitos. Ea decir, no es clara la l8Ita de inten!s cuando justamente
declarada la existencia de uno hechos, "l!j1jcados éstos como
punibles e imputados a una persona, ésta I~ no resulta conde­
nada por la aplicación de un indulto general.

La apliC8C1ón de un indulto en ri¡or produce la inejecución de
una pena y presupone, normalmente una Sentencia condenatoria.
Aunque con una desviación excepcional y anómala, los indultos
geDera\es, que la Constitución hoY prohibe ex~te, han
presentado un dual cmcter de óbices de prooedibilidad, obligando
al sobreseimiento libre cuando las penas pedidas est4n comprendi­
das dentro de aquellas a las que alcanzara el indulto total o, en otro
caso, como motivo de ~ecución de la pena obligando a su
a{'licación simult4nea o posterior a la Sentencia que se haya
dictado o se dicte.

En cualquier caso el indulto extin¡ue desde el punto de vista
materia\, total o pareialmente, la res~nsabilidad penal, pero en
unos casos se trataria de responsabilidad presunta y en otros de
responsabilidad declarada. 1.& terminación del proceso penal en
este último tipo de casca, como el aqui enjuiciado, supone que el
indulto no se a{'lica anticipadamente, sino que el ProceSO ha de
concluir, tras el Juicio oral, con Sentencia y que ésta, forzosamente
ha de resolver con cmcter~o a la aplicación total o parcia1 del
indulto, si el delito ha existido y la pena que le corresponderla. En
tal caso la construcción técnica de la Sentencia, de acuerdo a
nuestra jurisprudencia penal, deberla haber sido la de una Senten­
cia condenatoria con aplicación simult4nea o posterior del indul!Ol
Y no, como ha ocurrido en el caso de Autea, la de absolución aeJ
unputado.

No parece cuestión examinable en esta vía de amparo, Sino de
mera legalidad ordinaria la de los posibles defectos en la construe­
ción técnica de la Sentencia, pero ello siempre que la fonna de la
construcción de la Sentencia no teop consecuencias adicinnales
perjudiciales para el indultado. Y tal ocurriria desde lue¡o si, como
parece haber hecho el Tribunal Supremo, de una construCCIón no
mu~ correcta técDitameute de absolución, extrae consecuencias
distintas cara al recurso, de 1aa que habrla extraido de una
construcción técnica distinta y más correcta de condena con
aplicación de dicho indulto. No puede redundar así en l8Ita de
admisibilidad del recurso la forma de redacción del lilUo, pues en
tal caso de esa forma incorrecta de redacción hahrIa de derivarse.
la violación de la Constitución.

Pero ello no resulta necesario, pues, como ha de verse, incluso
aceptando la fónnula utilizada por la Sentencia de la Audiencia,
resulta discutible la l8Ita de intem del recurrente y hoy solicitante
de amparo o del posible perjuicio cuya reparación le Ieaitima lJBrB
recurnr en casación, a la luz además de los JIl'?pios mouvos
alegados en su recurso, ya que ese intem y ese perJuicio han de ser
examjnados en concreto, sin que pUeda rechazarse por razones
abstractas o de principio tal l8Ita de interés, como parece haberse
hecho en el ~nte caso.

3. Con m~denciade la forma expositiva de los pronun­
ciamientos judiciales, éstos son conclusiones no aislables, sino
intimamente ligadas con las premisas que las determinan. Ello
significa que, como sostiene el Ministerio Fiscal, no es 10 mismo ser
absuelto por no haber cometido un delito que ser absuelto por la
aplicación de un indulto, pues, de admitirse esta absolución, no con
ello quedan satiafechos todos 100 intereses que se conectan con el
valor constitucional de la inocencia; afecta no sólo a la condena
penal misma, sino también a la no consideración de reo de un
delito y, por ello, al juicio mismo sobre la inocencia o la no
existenCIa de la imputación del delito. Para justificar la existencia
del intem en recurrir, a la vista además de los motivos que se
alegaban en el recurso de casación y que pretendian precisamente
negar el cmcter delictivo de 100 hechos imputados, pueden tenerse
en cuenta, ente otras razones, las siguientes:

a) Los derechos personales al honor y semejantes est4n
expresamente ligados a las vicisitudes de un proceso pena\, y la
relevancia de este derecho fundamental resulta incluso impllcita
cuando el art. 638 de la Ley de El\iuiciamiento Crimina1 prevé u.
pronunciamiento que declare que <da formación de la causa n
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peljudica a la reputación de los procesados» en caso de sobresei­
miento libre. De i¡uaI forma y con mayor razón tal reputación, .1
buen nombre y la honorabilidad del solicitante de amparo se ven
afectados por una Sentencia que, aunque no le impone penas, lo
declara responsabl. de un hecho delictivo.

b) Puede decirse además que la vla del recurso habria d...tar
abierta a toda resolución, cualquiera que sea su fórmula de
contenido equivalente a un fallo condenatorio; ..to .. a toda
aquella que contuviera una declaración de culpabilidad de un
delito, dada la d.finición del sujeto del derecho ex art. 4.5 del
citado Pacto Internacional de los Derechos Civil.. y Políticos,
aunque la pena -que no es necesario que en el precepto sea
.jecutabl., bastando que se haya impu.sto- no se baaa .fectiva por
causa distinta. Si a c1lo se une que se tiene aerecho a un
pronunciamiento de fondo en cuantas instancias conceda la Ley y,
más aún, .n la casación penal, cabe concluir que existe interis .n
recurrir para obt.ner tal pronunciamiento d. fondo de sipo
opu..to al de instancia .n un caso como .1 presente.

Distinto seria, tal vez, el caso de quien solicitó .n la instancia
la aplicación del indulto, pu.s su interés en orden al sentido del
pronunciamiento que debla recaer .n cualquier instancia se habria
visto satisfecho y no subsistirla caso de concederse .n la primera
instancia. Pero cuando no se pidió la aplicación del indulto y el
recurrente no lo hizo. manteniendo en todo momento su petición
de que hubiese absolución de fondo, no se vio satisfecha su
pret.nsión con una absolución por mdulto, que podía, como
efectivamente hizo, por tanto, combatir en el recurso, instando en
~I la absolución d. fondo.

d) La discusión en fase d. recurso de la tesis de los acusadores
particulares sobre la premisa de la existencia y punibilidad del
delito, sin poder combatir ~ta, carecerla de l~ca; no puede
negarse .n tal caso interis por discutir tal determinante premisa,
aunque de ello no derive desigualdad inmediatamente, pues, aun
recurrido, podría el actor alesar lo que ..timara pertinente. Sin
embargo, admitir el debate sobre la penalidad correspondi.nte a un
delito y rechazar a /imine la discusión sobre la .xistencia de ~ste es
un contrasentido que conduce a la necesidad de admisión por
evidente existencia d. peJjuicios o ....vám.n.. derivados de la
Sentencia de instancia para el absu.lto po~aIicación del indulto.

e) No .. indiferente, atendiendo alas sobre cosaiuzpda
penal o, si se quiere nesar vinculación con e a las de influencia
de la acción penal sobre la civil, que el proceso penal concluya con
pronunciatnlento absolutorio de fondo o con absolución por
mdulto. Tampoco .. indiferente, en la misma Unes, que en el
proceso penal se declaren probados definitivam.nte unos determi­
nados hechos (y que a Mos se 1.. califique como delictivos), o que
no ocurra ello.

Si se pone de relieve ..ta in1Iuencia del proceso penal Y de lo
en ~I decidido en procesos civil.. posteriores, no .. dificil compren­
der que existe un peJjuicio para el solicitante de amparo con la
Sentencia de instanCIa, pese a ser absuelto, y por ello ha de
recon_Ie interis en recurrir para instar la revisión de lo
resu.lto en un determinado sentido. La existencia de ..te interis ..

14744 SaJa Primera. R""",so de amparo mlmero 67811987.
Sentencia número 80/1987. de 27 de mayo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, -compuesta por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don FranClsco Rubio
Uorente~ don Luis Diez-Picazo y Ponce de León, don Antonio
Truyol ""rr&, don Eugenio Diaz Eimil y don Miguel Rodrl¡uez­
Piñero y Bravo-Ferrer, Maaistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la si¡uiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo electoral número 678/1987, en el que
se acumularon las demandas presentadas por el Procurador don
Jo~ Luis Granizo y Garcla Cuenca, en representación del Partido
Socialista Obrero Espadol, con la asistencia d.l Letrado don Tomás
Guardia Ascanio, y por el Procurador don Carlos Navarro Guti~­
rrez, en representación de don Casimiro Corbelo Corbelo, asistido
por el Letrado don Juan 10~ Rodrl¡uez Martinez, contra la
Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la
Audiencia Provincial de Santa Cruz d. Tenerife de 15 de mayo de
1987 por la que se anula la proclamación de don Casintiro Corbelo
Corbelo como candidato por la lista del PSOE al Cabildo Insular
de la isla de la Gomera.

Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el
Magistrado don Eusenio Diaz Eimil, quien expresa el parecer de la
Sala. .

especialmente relevante en UD supuesto como el de autos en que la
Sentencia penal se pronuncia sobre la existencia de hechos de los
que sw¡e .una responsabilidad penal, declarada extinsuida por
aplicación del indulto, y una responsabilidad civil sobre la que
remite a un proceso posterior en la vla civil.

4. Ello basta para reconocer al imputado un interés a que, en
vía de recurso, se revisen los hechos declarados probados y la
calificación de tal.. hechos como i1icitos. De todo ello cabe
concluir que no .. sostenible que el hoy solicitante de amparo
careciera de interis para recurrir en casación, pese haber sido
absuelto, pero por aplicación de UD indUlto, en una Sentencia que
parte expllcitamente de la existencia del hecho delictivo y de la
autorla del inculpado; extremos que ~I iñismo trataba de combatir
en ese recurso.

La aplicación al presente caso de la dOClrina general relativa a
la falta de interis .n los casos de absolución en la instancia no
puede ser considerada asl razonable ni basada en la interpretación
más favorable a la efectividad del derecho al recurso. De ahí el que
sea aplicable la docrina sentada, entre otras, en las STC'123/l986,
de 22 de octubre, de que la privación sin fundamento juridico
suficiente del acceso al recurso en materia penal es una lesión del
derecho fundamental a la tutela judicial .fectiva. Al inadmitirse el
recurso de casación por ..ta sola causa ha de entenderse lesionado
su derecho fundamental a una tutela judicial efectiva. Procede, por
ello, estimar el amparo formulado y anular el Auto impusnado,
reconociendo al recurrente su derecho fundamental a la tutela
judicial efectiva y retrotrayendo las actuaciones en el recurso de
casación al momento procesal inmediatamente ant.rior al Auto
anulado.

FA.LLO

En atención a todo lo expuesto....!'1 Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.E \-vNFIERE LA CONSTITU­
CON DE LA NACON E!lPANOLA,

Ha decidido:

Otorsar el amparo solicitado por don X y, en consecuencia:

1.0 Anular el Auto de la Sala Segunda (de lo Penal) del
Tribunal Supremo de 4 de diciembre de 1985.

2.° Reconocer al recurrente el derecho a una tutela judicial
efectiva y, en su virtud, el derecho a que no se inadmita el recurso
de casaClón por motivo contenido en el Auto anulado.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento inmediatamente
anterior al de dietar dicho Auto.

Publlquese ..ta Sentencia en el «BoleUn Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veintisiete de mayo de mil novecientos
ochenta y siete.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio
Uorente.-Luis Diez·Picazo y Ponce de León.-Antonio Truyol
Serra.-EuJ"nio Diaz Eimil.-Miguel Rodrl¡uez-Pidero y Bravo­
Ferrer.-Firmados y rubricados.

I. ANTECEDENTES

1. El 22 de mayo de 1987 se registraron en ese Tribunal sendas
demandas de amparo presentadas en nombre del PSOE y de don
Casimiro Corbelo Corbelo, exponiendo los sisuientes hechos:

a) Con motivo de las eleccion.. a los Cabildos Insulares del
arcbipi~laso canario, convocadas por Real Decreto 508/1987, de 13
de abril, y al Parlamento de Canarias convocadas por Decreto de
la Presidencia de la Comunidad Autónoma 6311987, de 13 de abril,
el PSOE incluyó a don Casimiro Corbelo Corbelo en el núm. I de
la lista presentada para el Cabildo de la isla de la Gomera y en el
núm. 3 de la lista para el Parlamento de la Comunidad Autónoma.

b) Por medio de su representante, el partido del CDS denun­
ció en el plazo legal al efecto que dicho candidato era inelegible por
..tar cumpliendo condena de seis m.... y un día de suspensión del
carso de AlcaIde Y de la «posibilidad de obtener otro en ese
ti.m~ como consecuencia de un delito de detención ilesaJ.

c) Sin embargo, la Junta Electoral ae Zona de San Sebastian
de la Gomera y la lunta Electoral Provincial proclamaron, respecti­
vamente, al citado candidato del PSOE por ambas listas por
considerar que no quedaba incurso .n causa de inelegibilidad para
el Cabildo Insular ni para el Parlamento regional.

d) La representación del CDS interpuso sendos recursos
contencioso-electoral.. ante la Audiencia Provincial de Santa Cruz
de Tenerife que, acumulados, dieron lusar ala Sentencia de 15 de
mayo de 1987 en la que se interpretaban los términos de la
Sentencia condenatoria en relación con el art. 38 del Códi80 Penal,
Q.ue prescribe que la suspensión de un carso público priva de su
eJercicio, asi como de la posibilidad de obtener otro «de funciones


